	Fecha
	9 de junio de 1959
	Sesión número
	42

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MANUEL ENRIQUE GUERRA VELÁSQUEZ

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: El recurrente, representante de una empresa de transporte aéreo, alega que las autoridades recurridas suspendieron arbitrariamente el despegue de sus aviones y los confiscaron sin motivo, impidiendo el ejercicio de su trabajo de transporte de mercadería y personas, para el que se encontraba autorizado mediante Certificado de Explotación de rutas aéreas debidamente emitido por la Junta de Aviación Civil.

	Respuesta del recurrido: Que la suspensión del Certificado de Explotación de Aerolíneas Nacionales Limitada, fue ordenada el primero de junio por la Junta de Aviación Civil – que detenta la personería pasiva en ese asunto - en virtud de que la Aerolínea hizo caso omiso a la indicación de impedir que sus naves fueran utilizadas para fines distintos a los establecidos en sus certificados de explotación. Alegan incumplimiento de neutralidad nacional, por sobrevuelo del avión matrícula costarricense TI-1022-C sobre territorio nicaragüense para desembarcar un grupo de revolucionarios, el cual fue abatido por fuerzas militares nicaragüenses, según memorándum enviado por la Embajada de Nicaragua el primero de junio. Solicita rechazo de plano por falta de personería pasiva de los recurridos y porque el recurrente no ha agotado vía administrativa.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los recurridos se ajustaron a la Constitución para hacer respetar los pactos existentes entre Nicaragua y Costa Rica evitando un conflicto de orden internacional.  Advierte la Corte que tanto el Presidente de la República como su respectivo Ministro, tomadas las primeras precauciones en ese momento de emergencia, pusieron los hechos para los fines legales, en conocimiento de la Junta de Aviación Civil, cuyo pronunciamiento no ha sido sometido a decisión de la Corte. Artículos 48, aparte 3º a contrario sensu, de la Constitución Política, 1º. 2º., a contrario sensu, y 21 de la Ley de Amparo.


N° 42
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las catorce horas y treinta minutos del día nueve de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit (Presidente), Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo Único
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por el señor MANUEL ENRIQUE GUERRA VELÁSQUEZ, en carácter de gerente y propietario de la empresa de aviación Aerolíneas Nacionales Limitada, de esta plaza, contra el señor Presidente de la República, licenciado Mario Echandi Jiménez, y el señor Ministro de Gobernación, encargado del Ministerio de Seguridad Pública, señor Joaquín Vargas Gené. Se alega en el memorial respectivo lo siguiente: “HECHOS: I.- El día de ayer, 1º. de junio corriente, se encontraba cargando el avión 1020 de propiedad de Aerolíneas, en el Aeropuerto de la Sabana (con sal) para pasar luego a Volcán Conn a recoger once mil libras de carne fresca que debían llevarse de inmediato a Curazao, de acuerdo con un contrato que tenemos con el señor Maxwell Conn, cuando intempestivamente se presentó un destacamento de la Guardia Civil, armado de ametralladoras y fusiles, ordenó suspender la carga, registró todos los aviones, y expresó que por orden del señor Presidente de la República, los aviones quedaban confiscados y no podían volar más. Agregaron las autoridades que actuaban al mando del Mayor Bravo, Comandante de Radio Patrullas, que no podíamos acercarnos más a los aviones y destacaron guardias armados en ellos. Conviene dejar claro que el  vuelo que tratábamos de realizar inmediatamente después de cargado el avión, es regular de todas las semanas y se lleva a cabo los días miércoles o lunes a opción del señor Conn. Para el de ayer habíamos recibido indicación desde el sábado. El flete que se nos paga por ese vuelo es de diez mil seiscientos cuatro colones. Y la carga que lleva vale cerca de veinticuatro mil colones. II.- Desde hace más de 15 días me encontraba fuera del país, concretamente en los Estados Unidos, comprando un nuevo avión, que traje ayer, ingresando al Aeropuerto El Coco a las trece y media horas.  Allí me esperaba el mismo Mayor Bravo, quien me invitó a que viniera con él ante el señor Presidente. Debo señalar que el señor Bravo estaba con una patrulla de Guardia Civil, pero que se vino conmigo en el automóvil, si bien, directamente del aeropuerto a la Casa Presidencial.  En este lugar, el señor Presidente, don Mario Echandi, me interrogó acerca de lo que yo supiera del avión de mi compañía T I 1022, acerca del cual me informó que el Gobierno de Nicaragua le había comunicado había sido abatido en llamas por la aviación de guerra de ese país, acusándolo de transportar elementos para una revolución en dicho territorio. Le contesté que la noticia era para mí totalmente sorpresiva pues venía llegando del exterior – como constaba a sus autoridades – y que en consecuencia nada sabía, pues se me había invitado en forma tal que no se me permitió hablar con nadie de la Compañía  y con tanta premura, que más parecía una detención.  Que desde luego no podía admitir como cierta la noticia y que a todos nos correspondía averiguar si ciertamente el avión tenía esos objetivos y si era justificable que a una nave costarricense se le hiciera fuego en país amigo. Don Mario me manifestó que por ese hecho había ordenado que se impidiera a Aerolíneas hacer todo otro vuelo, pues estaba en la obligación de garantizar la neutralidad de Costa Rica. Le repliqué, que no podía hacer tal, por cuanto ni la compañía podría ser responsable de un hecho – que de ser cierto y delictuoso – había sido cometido sin su autorización ni consentimiento, como tampoco podría decirse que Don Mario en calidad de Jefe de la fuerza armada tuviera igual responsabilidad, a menos que personalmente lo hubiera admitido. Distinto es, desde luego, la responsabilidad que le cabe al Estado, por no haber escogido debidamente las autoridades que en cumplimiento de sus obligaciones hubieran impedido un hurto de tal magnitud en perjuicio de mi representada. III. Don Mario me advirtió, cuando fui conducido a su presencia, que no iba como detenido, sino a dar informes. No obstante las características de la invitación – que no admitía negativa ni demora – dicen otra cosa. Más aún, posteriormente se hizo conducir con la fuerza pública al Vice-Gerente de la Compañía señor Santiago March, y al Jefe de Pilotos, señor Teodorico Zamora y finalmente se detuvo en su propia casa al copiloto que llegó conmigo de Miami y cuando me presenté a la Dirección de Detectives a preguntar la razón – en horas de la noche – se me contestó por parte del Coronel Martí: “que a mí no me importaba”. IV. En la mañana de hoy cuando nos presentamos a hacer los servicios de itinerario correspondientes, nos encontramos con que la Guardia Civil que había ocupado nuestros aviones, desde ayer a las doce horas del día, se mantenía en ese lugar, ratificándonos la decisión del Gobierno de impedirnos el ejercicio de nuestro trabajo de transporte. Además de muchos otros compromisos ahí tenemos más de tres mil libras de verduras que debían haber sido llevadas hoy a la zona del Sur, y más de 140 pasajeros con tiquetes vendidos y compromisos adquiridos de acuerdo con sus derechos de transporte contratados con nosotros. V. En las horas de la noche de ayer, apareció en las pizarras del Diario de Costa Rica, la noticia de que el Ministro de Gobernación, señor Joaquín Vargas Gené, había ordenado suspender nuestros permisos de vuelo; en la Nación de hoy aparece una comunicación del citado señor Ministro de Gobernación dirigida al Director General de Aviación en la que expresa que confirma “instrucciones verbales que dio a la Junta de Aviación Civil, para que proceda inmediatamente a suspender el permiso que tiene la Empresa Aerolíneas Nacionales para sobre volar el territorio nacional.” Es decir, el Ministro se hace solidario con la actitud del Presidente y dicta a su vez medidas violatorias de la Constitución y de las leyes. Al preguntar esta mañana a los destacamentos que se encuentran en el Aeropuerto, ocupando nuestros aviones por la persona que los había mandado hacerlo, nos manifestaron que lo eran el citado Ministro y el Coronel Manuel Ventura.  Consultado éste expresó que la orden provenía del señor Vargas Gené. DERECHO: Los hechos transcritos, implican las siguientes violaciones constitucionales: 1) Del artículo 28 que establece: Nadie puede ser inquietado ni perseguido por…acto alguno que no infrinja la ley. Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden públicos, están fuera de la acción de la ley.- Sin que medie orden judicial, ni haya indicio comprobado de haber incurrido en falta, he sido detenido y la Compañía que represento ha sido inquietada en el libre ejercicio de sus derechos. Hacer los viajes a que estamos comprometidos, en uso de un derecho de explotación de rutas aéreas legalmente adquirido, constituye acciones privadas fuera de la acción de la ley. No obstante los funcionarios mencionados no sólo nos inquietan y persiguen en nuestro pacífico trabajo, sino que nos impiden realizarlo. La circunstancia de que un piloto se hurtara un avión, no puede señalarse como responsabilidad de la Compañía, sino como un acto delictuoso cometido en su perjuicio.  De igual manera que si un chofer de servicio de transporte de pasajeros dispusiera llevarse un autobús, no podría ello calificarse como falta de la compañía respectiva, y mucho menos justificar la paralización del servicio público.- 2) Del artículo 40: “Nadie será sometido a la pena de confiscación”. Lo manifestado por los guardias en el momento de ocupar mi empresa y la realidad de los hechos, está diciendo a las claras que el Gobierno ha pretendido la violación de ese texto, al incautarse de ella.- 3) Del artículo 45: “La propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya”. Los funcionarios administrativos encabezados por el señor Presidente y su Ministro han violado mis aviones y mi empresa, impidiéndome el uso y disfrute de ella, con exclusión de cualquiera otra, así se llame Estado o altos jerarcas administrativos, que me garantizan los artículos 264 y siguientes del Código Civil. 4) Del artículo 56: “El trabajo es un derecho del individuo y una obligación de la sociedad. El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil…” La actitud de los funcionarios acusados arriba, impide el ejercicio de nuestro derecho de trabajo y quita la ocupación honesta y útil que tenemos. – El señor Presidente de la República y el señor Ministro de Gobernación carecen de facultades para mandar suspender mis derechos que garantizan los textos citados. Ni pueden tampoco hacerlo en perjuicio de la Compañía que represento, que por cierto no tiene – como erradamente se dice en la comunicación del Ministro antes citada – simple permiso, sino un certificado de explotación, adquirido con las formalidades de ley.- Y carece el Ministro de facultades también para decretar suspensiones o cancelaciones de tales certificados, pues esas son facultades privativas de la Junta de Aviación Civil que las ejerce independientemente del Ministerio de Gobernación por disposición del artículo 86 de la Ley General de Aviación Civil. De manera que no puede el Ministro impartir instrucciones, ni verbales ni escritas en el sentido expresado por él, en la mencionada comunicación. PETICIÓN: Con fundamento en lo expuesto, leyes citadas, y artículo 48 de la Constitución Política formulo este recurso de amparo, solicito se declare con lugar procediéndose conforme al artículo 15 de la Ley de Amparo antes citada, y a los que le son concordantes.- PETICIÓN ESPECIAL: Los perjuicios económicos, resultantes de las disposiciones de los funcionarios dichos, vienen a agravar el perjuicio económico que el hurto del avión me ha causado, ponen en grave peligro mis contratos, y perjudican a los terceros que han hecho sus compromisos relacionados con los servicios que mi representada les presta.  Por todo lo cual de conformidad con el artículo 13 de la misma ley de Amparo pido a la H. Corte Plena que se mande suspender las órdenes dadas por los señores Presidente y Ministro citados, ya que los perjuicios que se me están causando son irreparables por estar relacionados con el tiempo y con lo perecedero de las cosas.”
A dichos altos funcionarios les fueron solicitados los informes de ley y, dentro del término respectivo, el señor Presidente de la República, los rindió, en los términos siguientes: “Honorable Corte Suprema de Justicia: De la manera más considerada y respetuosa, el suscrito, Mario Echandi Jiménez, en su condición de Presidente Constitucional de la República, se presenta a manifestar: Desde antes de que se presentara el notificador de esa Honorable Corte en el Despacho del Señor Ministro de Gobernación y Policía, Encargado de la Cartera de Seguridad Pública, don Joaquín Vargas Gené, este funcionario se encontraba en el Aeropuerto El Coco, dispuesto a tomar el avión que lo condujo en el día de hoy a la República de Guatemala, hacia donde se dirigió en cumplimiento de funciones de su cargo. Por lo expuesto don Joaquín Vargas se ha visto imposibilitado de hecho para dar contestación al Recurso de Amparo que contra él fue interpuesto según se ve del encabezamiento de esta manifestación, acción esta idéntica en un todo a la que contra mí fue endilgada y a la cual en esta misma fecha he dado contestación. Esa es la razón para que yo, asumiendo en un todo la responsabilidad que para el Poder Ejecutivo pueda derivarse de la conducta de ese distinguido integrante de mi Gabinete, me presente ante vosotros con el doble fin de que no se os agravie dejándoos sin contestación y de que no vaya a prosperar ese Recurso por falta de respuesta, siendo idéntico al que en mi contra se interpuso, con notorio descalabro de la continencia de la causa.- Así pues, según mejor proceda en derecho, os ruego que tengáis por hechas las anteriores manifestaciones.  De los señores Magistrados, me repito, con todo respeto y consideración, como su muy obsecuente servidor y amigo. San José, 3 de junio de 1959. Mario Echandi Jiménez.” “Honorable Corte Suprema de Justicia: Del modo más atento y respetuoso yo, Mario Echandi Jiménez, mayor, casado, abogado, de este vecindario, Presidente Constitucional de la República, me presento ante ustedes, los dignos integrantes del más alto Tribunal de la República, a dar contestación, tan amplia como lo corto del tiempo de que para ello dispongo me lo permite, al recurso de amparo interpuesto en mi contra por el señor don Manuel Enrique Guerra Velásquez, en su condición de Gerente de “Aerolíneas Nacionales Limitada”, y que me fue notificado hoy, a las ocho y cinco a.m. Cuestión de forma y de personería. Como se ve de la copia firmada y sellada de esta fecha – que se acompaña a esta presentación – suscrita por el Licenciado don Miguel A. Rodríguez, Secretario de la Junta de Aviación Civil, fue esa entidad en ejercicio de sus atribuciones, la que decretó la suspensión de los efectos del Certificado de Explotación de que goza la Empresa Aerolíneas Nacionales Limitada. Dice así el artículo 3º. De la Sesión Ordinaria número 595 celebrada por la Junta de Aviación Civil, el día 1º de los corrientes: “Art.3- El señor Ministro de Gobernación encargado del Despacho de Seguridad Pública, por oficio entregado en esta fecha solicita que esta Junta proceda a suspender inmediatamente y hasta nuevo aviso, el permiso que tiene Aerolíneas Nacionales para volar en el territorio nacional. Tal solicitud la fundamenta en “el posible incumplimiento que ha hecho esa empresa de la neutralidad nacional, comprometiendo al país en una delicada situación cuyas consecuencias son difíciles de prever”, al estar implicada dicha empresa en acontecimientos políticos que suceden en la República de Nicaragua, por haber sobrevolado sin ninguna autorización en territorio de ese país, según se desprende del memorándum de la Embajada de Nicaragua en el que indica “que en el día de hoy nuevamente un avión C-46, con matrícula costarricense TI-1022C, sobrevoló territorio nicaragüense para desembarcar un grupo de revolucionarios en las cercanías del poblado de Muy Muy, fuerzas militares de Nicaragua se vieron precisadas en el momento del aterrizaje de abrir fuego contra el avión, habiendo incendiado el mismo”.  Igualmente manifiesta el señor Ministro que en la noche de ayer “ el Coronel Manuel Ventura Soriano, Director General de Seguridad Pública, convocó a los Sub-gerentes de las empresas de aviación “Líneas Aéreas Costarricenses” y “Aerolíneas Nacionales”, imponiéndoles de la obligación en que estaban de tomar las providencias necesarias, bajo su responsabilidad, a fin de impedir que aeronaves de propiedad de sus respectivas empresas pudieran ser utilizadas para fines distintos a lo que establecen sus certificados de explotación, comprometiendo, eventualmente, la neutralidad a que está obligada la República por los Tratados Internacionales y para la determinación de salvaguardar la paz y la tranquilidad interna”, y explica que se hizo caso omiso de esa conminación puesto que se permitió que el piloto de nacionalidad nicaragüense que gozaba de asilo político en el país, capitán Víctor Rivas Gómez, piloteara la nave TI-1022-C en un vuelo especial, que fue el que se ocupó en la operación antes mencionada. Con base en la exposición del señor Ministro de Gobernación, Encargado de la Cartera de Seguridad Pública y al tenor de lo dispuesto por los artículos 79, 88 y concordantes de la Ley General de Aviación Civil, esta Junta resuelve suspender a partir de esta fecha y hasta nuevo aviso, los efectos del certificado de Explotación de que goza la empresa Aerolíneas Nacionales Limitada”. Queda claro, pues, que fue la Junta de Aviación Civil, la que, ejercitando sus atribuciones legales concretas – sin que tenga la menor importancia a instancia de quien lo hizo, sin perjuicio de reconocer que fue requerida para ello por quienes por Constitución y por Ley tenemos la facultad y la obligación de velar por la seguridad de la Nación, no menos que por su paz interna y externa, así como por el honrado y estricto cumplimiento de los Tratados Internacionales y demás compromisos contraídos para el normal, pacífico y decoroso desenvolvimiento de la convivencia internacional-, resolvió suspender, como queda dicho y demostrado, los efectos del certificado de explotación de que goza la Empresa Aerolíneas Nacionales Limitada, suspensión esa que, en verdad, es la que según el recurso de Amparo de que me ocupo constituye su motivo, a la vez que su “petición” persigue, conforme al artículo 15 de la Ley de Amparo, según lo expresa, cesen los efectos de la misma, restituyendo a quien se considera agraviado en el pleno goce del derecho o derechos que estima aquella resolución le viola o le desconoce.- Lo que se deja relatado, en frente de la disposición contenida en el párrafo segundo in fine del artículo 1º de la Ley de Amparo, que es la N° 1161, de 2 de mayo de 1950 – así reformado por Ley N° 1495 de 9 de agosto de 1952, relacionado eso con el artículo 40 ibídem, está indicando, con claridad meridiana, salvo el superior criterio de los muy honorables Magistrados, que la personería pasiva en el caso que nos ocupa, es ostentada de pleno derecho por la Junta de Aviación Civil, y no por este atento y respetuoso exponente.  En efecto, expresa el citado artículo 1° de la Ley de Amparo, en la parte citada como de interés: “En consecuencia, se dará ese recurso –Amparo- contra toda disposición, acto o resolución, y, en general, contra toda acción u omisión que haya  violado, viole o amenace violar cualquiera  de esos derechos”. Por su parte, el artículo 4° ibídem, expresa en su tenor literal: “El recurso procederá contra cualquier autoridad, funcionario o empleado, ya sea que obre por sí o en cumplimiento de órdenes superiores.  En este último caso también se entenderá establecido el recurso contra el superior”. Como corolario o conclusión de lo que se viene exponiendo, sea que el suscrito carece de la personalidad pasiva con que ha sido accionado en la vía del amparo, en falta de expresa disposición en la Ley de Amparo, y con apoyo en lo prescrito en su artículo 22, aplicando analógicamente, o bien como mejor proceda en derecho, el artículo 215 del Código de Procedimientos Civiles, en su inciso 4° solicito, con toda consideración y respeto al más Alto Tribunal de la República, que rechace ad portas el recurso de mérito, teniendo esta mi petición el carácter de una excepción perentoria de forma, ya que, insisto, la acción debió dirigirse contra la Junta de Aviación Civil y no contra mí.- Cuestión de Orden Moral: Para que se vea la rectitud de conducta del Poder Ejecutivo, con relación a la Empresa del señor Guerra Velásquez, y el ánimo de no perjudicarla en forma alguna, antes bien, de posibilitarle, del mejor modo posible, dadas las circunstancias, el cumplimiento de todos y cada uno de sus compromisos comerciales, me voy a permitir, sin ulteriores comentarios, sino más bien abandonando su cabal y recta apreciación al criterio honrado y libre de prejuicios de los Honorables Magistrados, transcribir la carta que, con data de hoy, me dirigiera el señor Coronel don Manuel Ventura Soriano, Director General de Seguridad Pública. Dice así el pundonoroso militar: “Señor Licenciado don Mario Echandi Jiménez. Presidente de la República. S.D. Estimado señor Presidente: “Me permito informarle de acuerdo con las gestiones por usted encomendadas para solucionar el problema a la compañía “Aerolíneas Nacionales”, el siguiente resultado: “Aproximadamente a medio día de ayer, me puse en comunicación telefónica con el señor Manuel Enrique Guerra, Gerente y propietario de dicha empresa, ofreciéndole lo siguiente y de acuerdo con sus deseos: Que la empresa Lacsa se comprometía a transportar los pasajeros, la carga que tuviera y cualquier otro compromiso, al precio de costo, usando tripulación y aviones de la empresa Lacsa; entendiendo desde luego, que la empresa Aerolíneas podía seguir vendiendo sus servicios como de costumbre.  Con esta fórmula se solucionaba el problema económico y no le causaría ningún perjuicio. El señor Guerra me manifestó lo siguiente: que de ninguna manera podía aceptar esto, ya que significaba pasarle su clientela a la línea competidora, asimismo, dijo, y como un ejemplo, que eso sería como el Hotel de nuestra propiedad enviara pasajeros a otro Hotel de competencia, a lo cual le respondí, que nada mejor podía desear, que disfrutar de la ganancia sin tener que trabajar, a lo que el señor Guerra me contestó, que ellos estaban trabajando prácticamente al costo y que por lo tanto de ninguna manera le convenía la solución.- “Al finalizar esta conversación telefónica me agregó, que esta proposición era inaceptable para él y que prefería perder  un cargamento de verduras que tenía listo para ser embarcado en la Compañía Bananera y que posteriormente, él haría su reclamo”.  Rechazo de plano: Dice el inciso d), del artículo 3° de la repetida Ley de Amparo: “Artículo 3°. No procede el recurso de Amparo: “…d)- Contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieran dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”; y Qué recursos caben contra lo resuelto por la Junta de Aviación Civil, en el artículo 3° de la sesión ordinaria número 595, celebrada el día 1° de los corrientes, y que mucho más arriba se transcribió literalmente?. A esa pregunta, dan cumplida y concreta contestación los artículos 134 y 135 de la Ley General de Aviación Civil, N° 762 de 18 de octubre de 1949. Dicen esos textos por su orden: “Artículo 134.- Contra los acuerdos de la Junta podrá pedirse revisión o revocatoria ante ella, dentro de los cinco días posteriores a su notificación, debiendo en todo caso recaer resolución dentro de los cinco días siguientes a su presentación”. “Artículo 135.- Dentro de los diez días siguientes a la notificación del rechazo de una revisión o revocatoria, podrá la parte afectada recurrir en apelación ante el Tribunal Contencioso-Administrativo.  El Tribunal resolverá los asuntos técnicos asesorándose de tres peritos, uno nombrado por la parte afectada, otro por la Junta y el tercero de común acuerdo las partes. No obstante, en un asunto relativo al desempeño de funciones administrativas podrá el apelante, si lo prefiere, enderezar su alzada para ante el Ministerio de Gobernación, el que resolverá dentro de los treinta días subsiguientes a la presentación del recurso”. Agotó el señor Guerra Velásquez esos recursos, como le venía impuesto por el inciso d) del artículo 3° de la Ley de Amparo, so pena de ver rechazada su acción de plano? Naturalmente que no. A más de la carencia en autos de la debida demostración del agotamiento de los recursos que aquella Ley le brindaba al señor Guerra, él mismo con el recurso que con fecha 2 de los que corren interpuso contra la Resolución de la Junta de Aviación Civil, muy citada y transcrita ya, está demostrando que apenas ha comenzado a transitar la vía de recursos que la Ley de Aviación Civil le brinda.-  En ese su recurso de revocatoria con apelación subsidiaria, para ante el Juez Contencioso-Administrativo, expone el señor Guerra: “Junta de Aviación Civil: Yo, Manuel Enrique Guerra Velásquez, mayor, casado, piloto aviador, vecino de esta ciudad, en mi carácter de Gerente de Aerolíneas Nacionales, como lo compruebo con la certificación adjunta, con todo respeto digo: “Pido revocatoria de lo resuelto en el artículo 3° de la sesión No. 595 de esa Junta, celebrada el 1° de este mes, según me comunica todo el señor Director General de Aeronáutica, en telegrama recibido hoy. La fundamento en lo siguiente: “Falta de consentimiento de los miembros de la Junta, que no resolvieron por propia determinación, sino siguiendo instrucciones del señor Ministro de Gobernación, según éste expresa en la nota que le dirigió al señor Director General de Aeronáutica el día de ayer y que hoy publica la página 15 de la Nación.  De donde se sigue, que la Junta estaba actuando coaccionada por quien no tiene derecho de hacerlo, pues si bien es superior en grado, no lo es jerárquicamente en cuanto a funciones propias de la Junta.- “Falta de capacidad de la Junta para emitir pronunciamiento, pues no está completa como cuerpo colegiado, toda vez que se trata de un organismo conformado por cuatro miembros más el Director General de Aeronáutica y ha actuado con solamente tres. “Falta de legalidad en el pronunciamiento porque de conformidad con el artículo 25 de la Ley General de Aviación Civil, la Junta no puede sin la previa notificación y audiencia a los interesados, revocar o modificar o suspender los certificados dados; porque además con el mismo texto legal está obligada a dar un término razonable para que se cumplan las regulaciones respectivas.- “Subsidiariamente apelo para ante el Juez Contencioso-Administrativo”. Obvio es que no han transcurrido siquiera los cinco días de que dispone la Junta de Aviación Civil para resolver la revocatoria que se le solicitó, según lo dispone el ya transcrito artículo 134 de la Ley General de Aviación Civil, pues, como se ha visto, el recurso de que me ocupo se presentó el día 2 de los que corren. Menos aún han transcurrido los términos de que habla el artículo 135 ibídem.  Como vemos, en punto al requisito indispensable para la admisión del Recurso de Amparo interpuesto, cual es el agotamiento de los recursos que caben contra la resolución que estima el señor Guerra le perjudica, nos encontramos en el caso de rechazo de plano del mismo, como, formal y  expresamente lo dejo solicitado a esa Honorable Corte Plena.- Han transcurrido los quince días de que habla el inciso d) del artículo 3° de la Ley de Amparo, sin que el recurso que pocas líneas más arriba se transcribió, se haya resuelto? Cae de su peso que no. Muchos días faltan, para que se esté en ese supuesto. He ahí por qué, también desde este ángulo de consideración, se está en el caso de rechazar de plano el recurso de Amparo de que vengo ocupándome, lo cual pido sea decretado por esa Honorable Corte Plena.- Fondo del Asunto: No obstante lo anterior, y sin su perjuicio, por el respeto que debo a esa Corte Suprema, a todos los costarricenses y por el respeto que me debo a mí mismo y a la investidura que ostento, voy a referirme al fondo del asunto con la serenidad de ánimo que corresponde a un Presidente Constitucional de Costa Rica, que ha actuado en todo instante con la mira puesta en el sagrado interés de la Patria, tratando de alejarla de los muy graves peligros de una conducta impremeditada o salida de la dignidad que ha de mantener constantemente en sus relaciones con los demás Estados, especialmente con lo que son sus fronterizos, dignidad esa cuyo mantenimiento en mucho depende del respeto que tenga por sus vecinos, así como del mantenimiento de una correcta e inalterable línea de neutralidad, por la que lucharon los más preclaros conductores políticos de Costa Rica. Sobradamente sé que los Honorables Magistrados comprenderán las responsabilidades de mi cargo, y la conducta que el cumplimiento de las mismas me demanda e impone. Si el cumplimiento sincero y honrado del juramento que al asumir mi cargo presté, y que constantemente renuevo en el sagrado recinto de mi conciencia, me obliga, como en esta oportunidad a explicar ante los Tribunales de la República, ahora ante el más Alto, mi conducta en puntos concretos de mi actuación de gobernante, con la frente erguida y el ánimo sereno paso a referirme al fondo del asunto.- Antecedentes: (brevísimamente expuestos). Como saben los señores Magistrados, varios días antes del acaecimiento de los hechos que relata el recurrente, era cosa sabida que en la hermana República de Nicaragua se gestaban actos de tipo revolucionario. El Poder Ejecutivo, como le estaba impuesto, debía tomar todas la medidas conducentes a fin de que en nuestro territorio o tomándolo como base, no se prepararan elementos armados, de diversa índole, que fueran a atentar contra la estabilidad de un régimen constituido y reconocido como el imperante en aquel vecino país.  Obvio es que esa conducta del Gobierno de la República era la consecuente, no sólo con el ordenamiento jurídico interno, sino con el cumplimiento de Tratados y de Pactos Internacionales que no podían menos de ser cumplidos en forma estricta. Así pues, y pasando por alto en esta exposición una serie de pormenores y de detalles de actuación de las autoridades a mis órdenes, desde el primer momento en que vi la inminencia del peligro de ver a la República envuelta en luchas internas de un país hermano, me apresté, sin menoscabo de los sagrados derechos de los individuos, a tomar las medidas que consideré oportunas, a fin de mantener la tranquilidad de la Nación y sus buenas relaciones con la vecina del Norte, sin pretender, ni en la más mínima forma, influir en las simpatías o antipatías de cada cual de los costarricenses, o en los espontáneos movimientos y fluctuaciones de la opinión pública nacional, para mí tan respetable y tan respetada de por sí. Concretamente, teniendo conocimiento o sospechas fundadas – como los hechos mismos han venido a demostrarlo – de que se pensaba robar uno o varios aviones para llevar tropas y armas a Nicaragua, el Coronel don Manuel Ventura Soriano, Director General de Seguridad Pública, con expresas instrucciones mías, el domingo 31 del mes próximo pasado, se puso en comunicación con el Sub-Gerente de la empresa Lacsa, señor don Otto Escalante y le manifestó el temor existente y que deseaba, si él lo consideraba necesario, como una medida de seguridad, ponerle gente armada en los aviones.  El señor Escalante le contestó que tal medida no la creía conveniente por el temor que les podría producir a los usuarios del servicio que esa empresa brinda. Que él estaba en disposición y le podía garantizar plenamente que sólo usaría tripulaciones de su más absoluta confianza y que con esta medida, desde luego, no creía posible el robo de ningún aparato aéreo.  El asunto quedó arreglado con la empresa Lacsa.- El Coronel Ventura se puso también en contacto con el Sub-Gerente de Aerolíneas Nacionales, señor don Santiago March, con quien se reunió en horas de la noche de ese mismo día, en la Tercera Compañía de la Guardia Civil.  Allí se le manifestó lo mismo que al Sub-Gerente de Lacsa; manifestando el señor March: Que él no podía garantizar lo que se le pedía, y que no podía aceptar tropas y hombres armados en las naves, que para él eran los pilotos como los choferes del taxímetro a los cuales no se podía responsabilizar.  El Coronel Ventura le replicó que no le parecía justa ni oportuna esa comparación, porque los pilotos eran profesionales. El lunes 1° de los corrientes, en horas de la mañana el Coronel Ventura llamó a la Dirección General de Aviación Civil y les pidió que, por razones de seguridad, no permitieran volar al piloto nicaragüense señor Rivas Gómez.  Algún tiempo después, se presentó de nuevo el señor March ante el Coronel Ventura y le refirió que en la madrugada había reunido a las tripulaciones de los aviones y les había explicado el problema existente y los temores que existían y que todos estuvieron de acuerdo en hacerse responsables; asimismo le manifestó que la medida tomada por no dejar colar al piloto Rivas, le parecía atinada.  Cuando el señor March sostuvo esta conversación, el día lunes en horas de la mañana, ya el piloto Rivas Gómez había salido en vuelo desde las seis y quince, vuelo ese para el que no había permiso, según se ve de la copia firmada y sellada, suscrita por el señor don Rodolfo Vargas L., Director General de Aeronáutica y que se acompaña a esta presentación.- Con esos antecedentes, juzguen los señores Magistrados si se justifica o no, la instancia dirigida por el Poder Ejecutivo al Organismo que hace las veces de Junta de Aviación Civil, acogida por éste, en uso de sus atribuciones legales, y la consecuente conducta del Poder Ejecutivo al intervenir, como lo hizo, con los aparatos de vuelo de la muy repetida empresa Aerolíneas Nacionales.- El Poder Ejecutivo tiene, entre otras atribuciones y deberes, las consignadas en los apartados 6) y 16) del artículo 140 de la Constitución, que a la letra dicen : “Artículo 140.- Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno: “…6) Mantener el orden y la tranquilidad de la Nación, tomar las providencias necesarias para el resguardo de las libertades públicas: “…16) Disponer de la Fuerza Pública para preservar el orden, defensa y seguridades del país:”  En esa virtud, no hice más que cumplir los deberes mi destino.- En cuanto al tratamiento dado al señor Guerra y a otras personas que laboran en su empresa, de ser ciertos y verdaderos, según él los expone en el recurso de que me ocupo, en el caso de enmarcar en las previsiones de la Ley de Hábeas Corpus, es mediante el Recurso del mismo nombre, como deberían ser reclamadas, y de ningún modo por medio del Recurso de Amparo.- En lo que dice relación con la suspensión de los efectos del certificado de explotación de que goza la Empresa Aerolíneas Nacionales Limitada, que decretó la Junta de Aviación Civil, poco es lo que tengo que manifestar, como no sea que esa entidad procedió ajustada en un todo a lo prescrito por el artículo 79 de la Ley General de Aviación Civil, que textualmente dice : “Artículo 79.- Con motivo de emergencias cabe suspender total o parcialmente, cualquier licencia o certificado, sin trámite alguno y sin derecho a indemnización. La prolongación de ese estado por más de treinta días, deberá llenar el trámite de audiencia y fundarse en razones de interés público”. Ese texto, claro y concreto de por sí, al ser aplicado como lo hizo la mencionada Junta se relaciona perfectamente con el artículo 88 de la citada normativa que, a la letra, dice: “Artículo 88.- Al ejercer y desempeñar su autoridad y deberes la Junta cumplirá con cualquier obligación vigente contraída por la República, por medio de Tratados, Convenciones, Acuerdos y Contratos; deberá asimismo tomar en consideración las obligaciones, deberes y responsabilidades de las empresas de aero-transporte internacional, para con los países en que opere, a fin de no restringirlas, desestimando las que juzgare contrarias al interés público Nacional”. Parece obvio que la situación planteada por el estallido de la revuelta en Nicaragua, no menos que por la conducta del piloto Rivas Gómez, así como por la rebeldía y equívoca conducta del señor March, pudo perfectamente ser calificada y tenida por la Junta de Aviación Civil, como una de las “emergencias” de que habla el artículo 79 de la Ley de Aviación Civil, transcrito algo más arriba. En esa virtud lo actuado por la Junta no puede ser discutido en la vía del Amparo, como lo pretende el señor Guerra Velásquez.- Con lo que se lleva expuesto se demuestra que los actos del Poder Ejecutivo así como los de la Junta de Aviación Civil, están apoyados en un todo en las normas constitucionales y legales que se dejan citadas, y que, como corolario de esa circunstancia, excluyen la posibilidad de atacarlas, como lo ha pretendido el señor Guerra, mediante el Recurso de Amparo.  Si los artículos 79 y 80 de la Ley de Aviación Civil, que arriba se transcribieron, en alguna forma hicieran ilusorios derechos consagrados por la Constitución, verbigracia los que estima violados el recurrente, lo pertinente sería, a mi juicio, interponer contra esas normas el Recurso de Inconstitucionalidad, pero de ninguna manera pretender desconocer aquellos mandatos legales por una vía que, como la del Amparo, no es apta para eso. Mientas la posible inconstitucionalidad de aquellos artículos no sobrevenga, forzoso es, tanto para el Poder Ejecutivo, cuanto para la Junta de Aviación Civil, acatarlos y cumplirlos, sin perjuicio de que, oportunamente, en la vía y forma que corresponda, se discutan sus consecuencias de índole civil, comercial, laboral, etcétera.- La cita que el recurrente hace del artículo 28 de nuestra Carta Magna, estimándolo como violado por actos que, no son más que el estricto cumplimiento que la Constitución y las Leyes de la República, la considero desafortunada. Basta poner atención a la circunstancia de que, ante la situación planteada y que se ha venido relatando en diversas partes de esta exposición, no cabe considerar que estando de por medio el orden público interno y hasta el internacional, las acciones que pretende el señor Guerra se le impiden puedan ser calificadas como las privadas que no dañan el orden público y a que se refiere el  inciso 2° del artículo 28 de nuestro Código Político. En cuanto a la cita que se hace en el recurso de artículo 40 de nuestra Ley Suprema, considerándolo el recurrente como violado, la consideramos inoportuna, toda vez que nadie le ha confiscado al señor Guerra ni una tuerca del engranaje de su empresa de aerotransportes. El señor Guerra para equivocarse tan radicalmente como lo hace con esta cita tan inoportuna, se funda en el dicho de los Guardias que no han hecho más que cumplir con la ley con una orden de autoridad competente como lo es la Junta de Aviación Civil. Sorprende verdaderamente la trascendencia que una persona culta y preparada como lo es el señor Guerra, le da a una expresión técnica en el derecho como lo es la “confiscación”, en boca de números de la Guardia Civil.- El artículo 45 de nuestra Carta Magna, según el recurrente, también ha sido violado en su perjuicio, pero esto no pasa de ser un error del señor Guerra, toda vez que nadie lo está privando de su propiedad sino sólo ejercitando sobre ella y por motivos de estricto orden público, actos que no son más que el cumplimiento de una resolución, ajustada a derecho en un todo, de la Junta de Aviación Civil. Eso independientemente de que, como lo consagran nuestras venerables ordenanzas de policía en materia de estricto orden público no cabe fuero ni privilegio. Menos aun cuando ese estricto orden público, ha encontrado concreta expresión en una resolución de Autoridad competente como es la Junta de Aviación Civil. Para dar cumplimiento a lo resuelto por esa entidad, no queda, práctica ni racionalmente, otro camino que ejercitar policiva y jurídicamente los actos que traen tan preocupado al señor Guerra, y que el Poder Ejecutivo es el que más lamenta tener que tomar.- Por último y refiriéndome a la cita que hace el recurrente del artículo 56 de nuestra Ley Suprema, debo manifestar que nadie le veda al señor Guerra, en los términos en que correctamente debe entenderse el derecho consignado en ese texto, su libertad al trabajo. Pero es que, insisto en este punto, la circunstancia porque él y su empresa atraviesan, se debe, entre otras cosas a una disposición legalmente tomada por autoridad competente. Eso sin perjuicio de llamar la atención de los Honorables Magistrados hacia lo manifestado en esta exposición bajo el epígrafe “Cuestión de Orden Moral”, donde se revela, muy por el contrario de lo que él estima, una amplitud de trato y afán de no perjudicarlo que debió de merecerle un concepto y un juicio muy distinto de los que con su recurso pone de manifiesto.- Con fundamento en todo lo que dejo expuesto y argumentado, de la manera más considerada y respetuosa pido a esa
 Honorable Corte Plena, declarar sin lugar el presente recurso de Amparo.- De más está decir, que estoy a entera disposición de ese Tribunal en lo que dice relación con hacerle llegar cualquiera otra información adicional que me solicite, ofreciendo lo mismo en nombre de todos los funcionarios de mi Dependencia. San José, 3 de junio de 1959. F) Mario Echandi Jiménez. Otro sí: Pido, muy atentamente, a los señores Magistrados sean servidos de ver y leer el ejemplar del diario “Novedades”, de hoy, donde se aprecia fácilmente el avión que se llevó el piloto Rivas Gómez, así como también se observa un lote de las armas capturadas, según en el mismo periódico se afirma, a los revolucionarios nicaragüenses, que a bordo de un avión de Aerolíneas Nacionales desembarcaron en el valle de Olamo.  Ahí se dice que lar armas eran ticas. Misma fecha. Ejemplar adjuntado aquí. F) Mario Echandi Jiménez.”
Posteriormente fueron recibidos nuevos memoriales, tanto del recurrente, como del señor Presidente de la República, que fueron agregados a las diligencias, junto con documentos aportados.

En sesión extraordinaria de esta Corte, celebrada el cuatro de este mes, a pedimento del señor Guerra Velásquez, se dispuso por mayoría suspender los procedimientos. Posteriormente el recurrente solicitó que se diera curso a su demanda.

Previa la deliberación del caso, se acordó: declarar sin lugar el recurso en cuanto a las actuaciones del señor Presidente de la República y del señor Ministro de Gobernación, encargado del Despacho de Seguridad Pública, y que en cuanto a las llevadas a cabo por la Junta de Aviación Civil, el recurrente debe acudir ante quien corresponda. A ese efecto se estima: I. Que están probados los siguientes hechos: a) Que entre los gobiernos de las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica hay buenas relaciones de orden internacional existiendo entre ellos un Pacto de Amistad suscrito en Washington por los señores Mario A, Esquivel Arguedas, Embajador de Costa Rica y doctor Guillermo Sevilla Sacasa, Embajador de Nicaragua; ambos, representantes ante el Consejo de la Organización de Estados Americanos, el día veintiuno de febrero de mil novecientos cuarenta y nueve debidamente ratificado por el señor José Figueres, Presidente de la Junta Fundadora de la Segunda República, con autorización de ésta, según decreto número 422 de ocho de marzo de mil novecientos cuarenta y nueve y acuerdos de los dos Gobiernos tendientes a fortalecerlo firmados en la Unión Panamericana en presencia del Presidente y de los otros Miembros del Honorable Consejo de la Organización de Estados Americanos, por sus Plenipotenciarios, señores Guillermo Sevilla Sacasa, de Nicaragua y Fernando Fournier de Costa Rica, con fecha nueve de enero de mil novecientos cincuenta y seis. b)  Que poco tiempo antes del acaecimiento del hecho que dio lugar al establecimiento del presente recurso, un brote revolucionario, tendiente a derrocar del Poder al actual Gobierno de Nicaragua, estalló en esa República. (Escrito inicial del recurso y contestación al mismo de dos y tres de los corrientes, por su orden). c) Que el treinta y uno de mayo próximo anterior a efecto de mantener absoluta neutralidad en ese conflicto y teniendo conocimiento el Gobierno de que se pensaba hacer un robo de aviones para llevar tropas y armas a Nicaragua, con instrucciones del Presidente de la República, el Coronel Manuel Ventura Soriano, Director General de Seguridad Pública, se abocó con los personeros de las empresas de aviación “Lacsa” y “Aerolíneas Nacionales” señores Otto Escalante y Santiago March imponiéndolos de la obligación en que estaban de tomar las provisiones necesarias, bajo su responsabilidad, a fin de impedir que aeronaves de sus respectivas empresas pudieran ser utilizadas para fines distintos de los que estableen sus certificados de explotación, comprometiendo, eventualmente, la neutralidad a que está obligada la República por los tratados internacionales y ofreciéndoles como una medida de seguridad, ponerles gente armada en los aviones. Lacsa se comprometió y dio plena garantía de ello a solo usar tripulación de su más absoluta confianza y Aerolíneas contestó que no podía garantizar lo que se le pedía. (Escritos, inicial del recurso y de contestación al mismo, citados, y oficio de cinco de junio en curso, folio 37 frente y 38 frente, del Secretario de la Junta de Aviación Civil). d) Que el primero de los corrientes la Embajada de Nicaragua envió un memorándum poniendo en conocimiento del Gobierno de Costa Rica que ese día un avión C-46, con matrícula costarricense TI-1022-C sobrevoló territorio nicaragüense, violando la soberanía nacional. Como dicha nave aérea intentó aterrizar en territorio nicaragüense para desembarcar un grupo de revolucionarios, en las cercanías del poblado de Muy Muy, fuerzas militares de Nicaragua se vieron precisadas, en el momento del aterrizaje, a abrir fuego contra el avión, que fue incendiado. (Certificación de los folios 47 frente y 48 frente). e) Que el primero del corriente mes el Director General de Aeronáutica comunicó al gerente de Aerolíneas Nacionales señor Manuel Guerra que debe suspender de inmediato y hasta nuevo aviso al Capitán Víctor Manuel Rivas Gómez a quien bajo ninguna circunstancia debe permitírsele efectuar vuelos. (Oficio del folio 40 frente). f) Que el primero de los corrientes a las seis horas y veintiún minutos, sin el permiso correspondiente, salió para Volcán el Avión Curtiss C-46 TI-1022-C de Aerolíneas Nacionales Limitada manejado por el piloto Víctor Manuel Rivas Gómez. (Escritos del recurso y de contestación al mismo y comunicación del Director General de Aeronáutica del folio 40 frente). g) Que a las doce y treinta minutos del primero de junio en curso la fuerza pública detuvo el servicio de los aviones de la empresa Aerolíneas Limitada y la Junta de Aviación Civil por acuerdo tomado en sesión número 595, artículo 3, iniciada a las dieciséis horas y levantada a las veinticuatro, suspendió, a partir de esa fecha y hasta nuevo aviso, los efectos del certificado de explotación de que goza la empresa Aerolíneas Nacionales Limitada. (Oficio de 3 de los corrientes del Secretario de la Junta de Aviación Civil, y constancia del Director General de Aviación, de cuatro del mismo mes, folio 37 y 38 frente y 41 frente).- II. Que de acuerdo con la relación concreta de los hechos que se tienen por probados, apoyados los mismos en buenos elementos de convicción, en concepto de este Tribunal quedó bien demostrado que lo que el señor Presidente de la República licenciado Echandi Jiménez y su Ministro de Gobernación y Policía y Seguridad Pública, señor Vargas Gené hicieron con su actuación que dio lugar al establecimiento del presente recurso de amparo no fue otra cosa que ajustarse a lo establecido de manera clara por nuestra Constitución Política que dice: Artículo 140. Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobernación: …6º. Mantener el orden y la tranquilidad de la Nación….y 16. Disponer de la fuerza pública para preservar el orden, defensa y seguridad del país.” Ello para hacer respetar el Pacto de Amistad existente entre los gobiernos de Costa Rica y Nicaragua que dice: 1º. Los Gobiernos de Costa Rica y Nicaragua coinciden en afirmar que los hechos que fueron puestos en conocimiento del Consejo de la Organización de los Estados Americanos, constituido en Órgano Provisional de Consulta, no deberán quebrantar la fraternal amistad de los dos pueblos demostrada en su historia común y basada en la solidaridad que vincula a las naciones del hemisferio; así como la resolución del Consejo de la Organización de los Estados Americanos, actuando como Órgano Provisional de Consulta aprobada en la sesión del 24 de diciembre de 1948, que dice: …3º Manifestar respetuosamente al Gobierno de Costa Rica que puede y debe tomar medidas adecuadas para que no existan en su territorio grupos de nacionales o extranjeros militarmente organizados con el deliberado propósito de conspirar contra la seguridad de Nicaragua y de otras repúblicas hermanas y de prepararse a luchar contra sus gobiernos.” Y del Protocolo Adicional al Pacto de Amistad de 9 de enero de 1956, que dice: …”3º. Cada parte se compromete a tomar las medidas necesarias para evitar que en su territorio se promuevan o lleven a cabo movimientos revolucionarios contra la otra parte… 4º. La contribución, suministro o provisión de armas, material de guerra o equipo, el entrenamiento, enlistamiento, organización o transporte de personas o la obtención o suministro de dinero con los fines antes indicados, además de cualesquiera otros hechos similares serán considerados como participación para los efectos del artículo anterior…8º. Cada parte se compromete a no otorgar en forma alguna ayuda de ningún género a quien quiera que intente de cualquier manera alterar el orden público en el territorio de la otra parte. 9º. Cada parte se compromete a prohibir que dentro de su jurisdicción se efectúe, por personas o entidades no oficiales, cualquier tráfico o comercio de armas, equipo o municiones de guerra… 11º. Ambas partes concuerdan en que toda referencia que se haga en el presente Acuerdo o en la Convención Interamericana sobre Deberes y Derechos de los Estados en caso de luchas civiles, a armas o material de guerra, incluye aviones militares y también a los de carácter civil, cuando existan razones para creer que va a ser usados con el fin de iniciar o ayudar a una lucha civil en territorio de una de las partes…” Se ajustaron, pues, los recurridos a la Constitución para hacer respetar los pactos existentes entre Nicaragua y Costa Rica evitando un conflicto de orden internacional.  En esas circunstancias no puede pretenderse, en concepto de la Corte, que ellos hubieran cometido violación alguna de derechos constitucionales ni tampoco actos arbitrarios que den lugar a un recurso de amparo por lo cual este Tribunal el establecido debe declararlo sin lugar. Cabe advertir que tanto el Presidente de la República como su respectivo Ministro, tomadas las primeras precauciones en ese momento de emergencia, pusieron los hechos para los fines legales, en conocimiento de la Junta de Aviación Civil, cuyo pronunciamiento no ha sido sometido a decisión de la Corte. Artículos 48, aparte 3º a contrario sensu, de la Constitución Política, 1º. 2º., a contrario sensu, y 21 de la Ley de Amparo.
Los Magistrados Baudrit y Quirós manifestaron que su voto por declarar sin lugar el recurso se fundamenta en que las medidas acordadas por el señor Presidente de la República y el señor Ministro de Gobernación, encargado de la Cartera de Seguridad Pública, antes de que la Junta de Aviación Civil se apersonara en el caso y dispusiera las providencias que tuvo por convenientes – providencias de cuya legitimidad esta Corte no puede juzgar por la presente vía de amparo – encuentran respaldo, ante la situación de hecho de que se trataba, en lo que establecen los incisos 6 y 16 del artículo 140 de la Constitución Política.-

El Magistrado Calzada se pronunció por declarar con lugar el recurso y al efecto expuso: Los hechos que motivaron el recurso de amparo promovido por el señor Manuel Enrique Guerra Velásquez comprenden dos momentos: uno, desde las horas de la mañana del día primero de este mes, en que intervino la fuerza pública paralizando los aviones de la empresa Aerolíneas Nacionales, bajo órdenes del señor Presidente de la República y de su Ministro de Gobernación; y el otro, desde la hora en que dictó su resolución la Junta de Aviación Civil en Sesión No. 595, sea a partir de las diecisiete horas de ese mismo día, en que se inició la sesión, en ausencia de hora exacta en el texto de la expresada resolución.- En criterio del suscrito Magistrado, el recurso es improcedente a base de la consideración de los hechos ocurridos desde el momento en que la Junta de Aviación Civil dictó su resolución en la sesión No. 595, a partir de las diecisiete horas del día primero de ese mes, pues el recurso de amparo no procede “contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieren dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición”. (artículo 3º inciso d. Ley Amparo) .- En cambio, el examen de los hechos ocurridos en el primer momento, da base a la Corte para conocer del recurso a tenor de lo dispuesto en el artículo 4º de la Ley de Amparo y resulta procedente a partir de la hora en que se paralizaron los aviones de la empresa, por órdenes del señor Presidente de la República y su Ministro de Gobernación, hasta las diecisiete horas del día primero del corriente mes en que se reunió la Junta de Aviación Civil para dictar su resolución, ya que estima el suscrito Magistrado, que con tal medida, fueron violados los artículos 45 y 56 de la Constitución Política, pues el Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades constitucionales que le confieren los incisos 6 y 16 del artículo 140, no puede llegar hasta paralizar totalmente una empresa nacional. (Artículo 2º. de la Ley de Amparo). Terminó la sesión. Fernando Baudrit S.- F. Calderón C., Srio.-
